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Organizaciones, actores rurales 
y comunidades campesinas 
en el México contemporáneo

Yanga Villagómez Velázquez1

El México rural y su población
¿Qué población rural tiene nuestro país y cuál ha sido la trayectoria de las 
organizaciones campesinas y sus reivindicaciones en el México contem­
poráneo? ¿En qué se diferencian las reivindicaciones políticas, culturales, 
territoriales de hace tres décadas a las planteadas actualmente por las di­
rigencias campesinas e indígenas? Estas son algunas de las preguntas que 
intentamos responder en el presente artículo. Para ello, es preciso aclarar 
a qué nos referimos cuando hablamos de población rural, y más específi­
camente a la población campesina e indígena de nuestro país.

Pareciera ser que en la historia reciente el país la población rural ha 
perdido importancia, pero no es así. En efecto, la población rural en Mé­
xico era hacia, 1995: «123.4% mayor a la de 1910, es decir un poco más 
del doble, con una tasa promedio anual de crecimiento del 0.95 % [...] y la 
dispersión de la población rural desde 1970 todavía no muestra señales 
de freno o reversión» (Warman, 2001:38). Otra fuente señala que en tér­
minos absolutos, la población rural (la que vive en localidades menores a 
2 500 habitantes) ha aumentado. Es decir, si para 1950 ésta era de cerca de 
15 millones, en el año 2000 alcanzó los 24 millones y medio de habitantes 
en el campo. Sin embargo, en términos relativos ha disminuido, pues si en 
los cincuenta era el 57 por ciento del total de la población del país, para el

1 Profesor-Investigador de El Colegio de M choacán, Centro de Estudios Rurales. Correo: yangaOcolmich. 
edu.mx.
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año 2000 solo llega a ser el 2 5 por ciento, lo cual sigue siendo una propor­
ción considerable (Cartón de Grammont, 2001:98).

En la actualidad, el Censo de Población y Vivienda arroja la cifra de 23.2 
por ciento de la población que vive en localidades menores de 2500 habi­
tantes, es decir, cerca de 26 millones de mexicanos (Inegi, 2011); mientras 
que otra fuente señala a 29.9 millones de personas que viven en localida­
des con menos de 5 mil habitantes y que representan a 29 por ciento de la 
población del país. Todo lo anterior se manifiesta material y  productiva­
mente en 4 millones de unidades de producción rural que ocupan 108 mi­
llones de hectáreas y que producen 280 cultivos cíclicos y 199 perennes, 
entre los que se encuentran productos básicos, forrajeros, oleaginosas, 
entre otros; 3.2 millones de ejidatarios agrupados en 27 469 ejidos y 84.5 
millones de hectáreas, 608 mil comuneros de 2140 comunidades agrarias 
y 16.8 millones de hectáreas, 1.6 millones de propietarios privados, 654 
colonias agrícolas, 62 346 colonos, 144 mil nacionaleros con 7.2 millones 
de hectáreas; 7 millones de indígenas en 6 830 ejidos y comunidades agra­
rias y 200 mil propietarios privados indígenas que en conjunto son dueños 
de cerca de 27.6 millones de hectáreas; 1.108 millones de mujeres dueñas 
de la tierra; 649 mil ejidatarias y comuneras, 176 mil posesionarías y 281 
mil propietarias privadas; 3.8 millones de jornaleros agrícolas y sus fami­
lias, que se distinguen por su particular inseguridad laboral, condiciones 
inapropiadas de seguridad e higiene en los lugares donde viven y laboran; 
casi un millón de posesiónanos y una cantidad similar de avecindados re­
conocidos a consecuencia de las modificaciones a la legislación agraria de 
1992 (Berlanga, 2007).

Por otro lado, el censo del Inegi de 1990, registró un total de 6 4 1 1 972 
hablantes de lengua indígena (h l i ). Cinco años después, el conteo demo­
gráfico de 1995 registró 8 989 895. Finalmente, los resultados delx Censo 
Nacional de Población y Vivienda realizado en el año 2000 muestran una 
población indígena menor a la registrada cinco años atrás: 7 278002 de 
HLI. Para Valdés (2001), a pesar de que la población de HLI tiende a dis­
minuir, su tasa de crecimiento para este último censo registró un incre­
mento al pasar de 0.8 por ciento entre 1990 y 1995, al 1.7 por ciento en el 
último decenio. De acuerdo con varios especialistas, la población indígena 
de México registrada por los censos se considera, por varias razones, un
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cálculo que subestima la población verdadera. Por ello, un ajuste basado 
en la acumulación de datos de estudios de caso y otras estimaciones debe­
ría de arribar a una cifra mayor. La diferencia de criterios empleados en la 
estimación de la población indígena se refleja en los datos obtenidos en el 
conteo de población, el cual registró 6.8 por ciento, mientras que el Inegi 
registra 7.3 por ciento, lo que sugiere la necesidad de buscar otros indica­
dores más consistentes para tener información más precisa de esta pobla­
ción (Valdés, 2001). Várese (1991) sitúa en alrededor de los 12 millones 
la población indígena de México hacia 1990. Por otra parte, si acudimos al 
concepto de indios desindianizados propuesto por Bonfil (1987), esa cifra 
seguramente se incrementaría. Bonfil llamó la atención sobre ese sector 
social que aunque no habla ninguna lengua indígena, no puede considerar­
se como mestizo, pues su apariencia física, sus costumbres y  su cosmovi- 
sión son indistinguibles de aquellos hablantes de otra lengua además del 
español. Este seguramente es el caso de la población rural que habita los 
448 municipios donde el censo registra 30 por ciento o más de población 
HLI (Toledo et al., 2001:4).

En cuanto a la tenencia de la tierra, el reconocimiento de la propiedad 
agraria a comunidades indígenas está establecido en el Artículo 27 cons­
titucional, y un anáfisis reciente de los territorios con población indígena 
ha venido a precisar su situación agraria (Procuraduría Agraria, 2001). Ac­
tualmente, la forma de tenencia de la tierra más importante en las áreas 
indígenas es la ejidal y no la comunal, como se creía anteriormente. De 
acuerdo a ese estudio existen 803 municipios con 30 por ciento o más de 
población HLI (6.75 millones), que ocupan una superficie de 28.9 millo­
nes de hectáreas. A ello debe agregarse una población de 1.95 millones 
de HLI que habitan municipios con menos de 30 por ciento de HLI. Esto 
da finalmente un total de 8.7 millones de HLI hacia 1995 (Procuraduría 
Agraria, 2001).

En resumen, los pueblos indígenas de México se agrupan en 6 884 nú­
cleos agrarios, que corresponden 34374  ejidos y  2 510 comunidades (cua­
dro 1). Además, se estima que algo más de 300 000 familias indígenas po­
seen territorios privados en regiones como Zongolica, Veracruz; la Sierra 
Mazateca; Oaxaca y en algunos municipios de Chiapas y de la Huasteca 
hidalguense (Toledo et al., 2001:8).

Organizaciones, actores rurales y comunidades campesinas
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Cuadro 1. Estructura agraria según presencia indígena 
en municipios de México

Ámbito Concepto Ejidos Comunidades Propiedad
privada

Núcleos agrarios
(núm.) 27047 .0 2510 .0 —

Nacional Sujetos
(mires) 3059 .1 511.1 1410.7
Superficie
(miles ha.) 84216 .0 16480 .7 71679 .8

Municipios 
con concentración 
indígena (<70%

Núcleos agrarios
(núm.) 2806 .0 862.0 —

Sujetos
(mifes) 554.6 92.5 206.7

población indígena) Superficie
(mifes ha.) 12069 .5 2350 .4 5333 .0

Municipios con 
presencia indígena 
(30% -70%

Núcleos agrarios
(núm.) 1 568.0 396.0 —

Sujetos
(mifes) 177.7 29.6 97.5

población indígena) Superficie
(mifes ha.) 3679 .6 716.5 1999.1

Municipios con 
población indígena 
(>30% población

Núcleos agrarios
(núm.) 22673 .0 1252.0 —

Sujetos
(mifes) 2326 .8 38.9 1106.5

indígena) Superficie
(mifes ha.) 68466 .9 13413 .8 64347.7

Fuente: Procuraduría Agraria (2001), citada por Toledo et al. (2001).

Además, la distribución de la población indígena sigue patrones bien 
definidos en relación con las zonas ecológicas, pues la mayor parte de esta 
población se encuentra en las áreas con selvas tropicales (de las planicies 
costeras) o con bosques templados (de las zonas montañosas): 1.54 millo­
nes en la zona tropical cálido húmeda (con selvas altas-medianas peren- 
nifolias y subperennifolias), 1 .11  millones en la zona tropical subhúmeda 
(con selvas bajas caducifolias) y 1.79 millones en las porciones templadas 
(con bosques de pino y encino o mixtos). Ello indica que el 90 por ciento 
de la población indígena se encuentra en las áreas arboladas del país y solo 
un 10 por ciento se ubica en las porciones áridas y semiáridas con vegeta­
ción arbustiva o pastizales.

Todo lo anterior nos permite entender cómo se distribuye territorial­
mente esa parte de la población del país y cómo se presenta la situación
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actual en términos de la propiedad agraria y las zonas geográficas que ca­
racterizan los paisajes y  regiones indígenas. Sin embargo, haría falta en­
tender cómo se han dado las relaciones entre las distintas organizaciones 
campesinas e indígenas frente al Estado mexicano, pues un aspecto que 
determina y explica muchas de las circunstancias por las que atraviesa el 
movimiento social campesino, sus organizaciones, las reivindicaciones y  

la necesidad por parte del Estado de poner en marcha una política social 
y  económica en el sector.

Campesinos, pueblos indígenas y Estado en México.
Una relación de dominación en el siglo XX
La relación que ha caracterizado al Estado mexicano posrevolucionario con 
la población campesina en general y la indígena en particular se ha ma­
nifestado básicamente a través del control político y económico del ejido 
mediante la habilitación de centrales campesinas al estilo de la Confede­
ración Nacional Campesina (c n c ) y  respecto a los comuneros indígenas, 
el Consejo Nacional de los Pueblos Indígenas pertenece a ésta. Además, 
en relación a la población indígena, un factor que se agrega a la estrate­
gia de dominación anterior tiene que ver con el método más eficiente de 
control, que fue el de la instrumentación de una persistente, continua y  

aculturante política indigenista, esencialmente realizada sobre un mode­
lo educativo específico que ha pasado por varias etapas, pero que no ha 
renunciado a su objetivo principal: la asimilación y  aculturación de la po­
blación indígena. Ese en particular, es un tema aparte que podría desarro­
llarse en otra investigación.

México tuvo la primera revolución armada y  social del siglo XX y el mo­
tivo principal de ésta fue la necesidad de un reparto agrario. En ese senti­
do fue una revolución que ha pasado a la historia como emblemática por 
haber conseguido derrocar a la dictadura porfirista y su sistema social se- 
miesdavista basado en las haciendas, para dar paso a una reforma agraria 
que, con limitaciones y vicios, produjo el reparto agrario más significativo 
en la historia contemporánea de América Latina, si se exceptúa el caso cu­
bano. ¿Cómo fue entonces que este campesinado, que libró las batallas más 
emblemáticas de la revolución, que aportó la mayor cantidad de caídos en
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éstas, y que recibió a cambio la tierra por la cual luchó, fue paulatinamen­
te cooptado por el naciente Estado revolucionario? Tal vez una respuesta 
parcial la aporte Arturo Warman cuando, hablando de la CNC, decía que 
ésta es «la encargada de mediatizar las demandas, de anularlas política­
mente y  dirigirlas por canales burocráticos [...]; los campesinos han sido 
despojados de representación y de posibilidades de organizarse. Han si­
do políticamente enajenados, por eso es que sus voces nunca se oyen y se 
nos hace creer con ello que las cosas no andarán tan mal después de todo» 
(Warman, 1985:106-108).

Algo que parece una constante en esta relación del gobierno con la po­
blación rural es la fragmentación de la población campesina y  sus organi­
zaciones, con el objetivo de gobernar mejor y de impedir una unidad de 
las organizaciones y las plataformas política, social y económica del cam­
pesinado. Una perspectiva histórica nos muestra la importancia del sec­
tor campesino y sus organizaciones en el ámbito social mexicano. Sobre 
todo si se considera que muchas de las políticas de los gobiernos posre­
volucionarios fueron pensadas para la población rural y apoyadas por sus 
organizaciones. Sin embargo, desde finales de los años cincuenta del siglo 
pasado, se advierten ciertas fisuras en el control del Estado, a través de la 
CNC, sobre éstas. En efecto, desde 1963, con la constitución de la Central 
Campesina Independiente (CCl) se agrupan en ella una variedad impor­
tante de corrientes políticas, desde sectores allegados al priismo oficial, 
hasta campesinos de abierta militancia en el Partido Comunista Mexica­
no, como Rubén Jaramillo en Morelos y Genaro Vázquez Rojas en Guerre­
ro (Bartra, 1985:92).

Posteriormente, durante los años setenta, hay un repunte en la movi­
lización de las organizaciones campesinas, que se movilizan para expresar 
frente al gobierno una serie de inconformidades. Es cuando se transfor­
ma la fracción no oficialista de la CCl en Central Independiente de Obre­
ros Agrícolas y Campesinos (c i o a c ), dirigida por Danzós Palomino y que 
encabezó las luchas agrarias de entonces. Éstas tenían que ver, entre otros 
aspectos, con demandas como la de mejorar precios para productos agrí­
colas y favorecer la actividad productiva del campesinado. El sector cañero 
es un buen ejemplo de ello, en zonas como Veracruz y Puebla los ejidata- 
rios se negaban a entregar la caña a los ingenios, no sólo porque aquéllos
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exigían un buen precio por el producto, sino también porque trataban de 
romper añejos cacicazgos incrustados todavía en los mecanismos de inter­
mediación entre ingenio y productores, concretamente en la sociedad de 
crédito (Bartra, 1985:103).

De manera simultánea, en diversas partes del país proliferaron las ma­
nifestaciones en contra de la imposición política y el despotismo sempi­
terno, la destitución de autoridades municipales acusadas de corrupción, 
o la franca intervención del ejército para tranquilizar el clima de eferves­
cencia social en regiones como Puebla, Michoacán y Oaxaca. Pero también 
se inició una forma incipiente de guerrilla con fuerte arraigo en poblados 
rurales, como la de Lucio Cabañas y  la de Genaro Vázquez, en Guerrero. 
Mientras tanto, la fase material, la que concretaba por fin la aplicación 
definitiva de la reforma agraria cardenista de hacía veinte o veinticinco 
años, en los años sesenta y setenta, se estancaba en los laberintos de la 
burocracia agraria representada primero por el Departamento de Asuntos 
Agrarios y Colonización y después por la Secretaría de la Reforma Agra­
ria. En efecto, los expedientes de resoluciones presidenciales sin ejecutar, 
los interminables trabajos técnicos hechos a modo a cambio de generosas 
gratificaciones económicas en perjuicio de los millones de campesinos en 
espera de un documento resolutorio de la condición agraria de la propie­
dad, etcétera, generaban estados de exasperación, expresados de manera 
abierta en contra de esta burocracia con vicios e ineficiencia acumulados 
durante años. Lo inevitable se deja al fin ver y por esos años setenta co­
mienza la ola de invasiones de predios que satisfacían, cuando menos de 
manera provisional, el reclamo de acceso a la tierra que las organizaciones 
campesinas enarbolaban en ese entonces.

Era la prueba fehaciente de que las instituciones creadas para garan­
tizar el reparto agrario, origen de la revolución de 1910, habían fallado y 
se habían dedicado a generar más confusión de la existente y una política 
de dilación constante que impedía satisfacer las demandas agrarias de la 
población rural del país. La formación de federaciones, uniones ejidales, 
frentes populares, afianzas en el medio rural, prácticamente por todo el 
país, fue un síntoma de la dispersión de éste, pero también fue un catali­
zador de la envergadura y capacidad de respuesta de la sociedad rural pa­
ra generar una base social y una forma de militancia comprometida con
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el proyecto campesino. En ese sentido, organizaciones como la Coalición 
Obrero Campesina Estudiantil del Istmo (COCEI), entre muchas otras, fue 
emblemática, sobre todo por demostrar que es viable una forma de orga­
nización política propia y además ajena a la tradición corporativa y auto­
ritaria del Estado.

En esa época, se presenta la ineficacia de «la política agrícola del eche- 
verrismo», caracterizado por el control de los ejidos con potencial agríco­
la — cerca de diez mil— , pero también de los campesinos sin tierra — 20 
mil ejidos y comunidades y cerca de tres millones de campesinos—  (Bar- 
tra, 1985:115). Además, en esta década «la lucha por la tierra era una 
arena para dirimir posiciones e intereses políticos contenidos o excluidos 
por la rígida estructura corporativa del gobierno y su partido» (Warman, 
2001:172). De alguna forma esto se vio reflejado en la Ley de Reforma 
Agraria de 1971, conocida como la segunda reforma agraria y a la que se 
integraron aspectos como la intención de convertir al ejido en una unidad 
económica colectivizada para generar empresas comerciales funcionales o 
uniones de ejidos, asociaciones rurales de producción de segundo y tercer 
nivel, con lo cual la intención cardenista de reparto agrario y apoyo a las 
unidades ejidales para consolidar un sector social en la producción agríco­
la se desdibujaba frente al acercamiento que implicaban las nuevas formas 
de organización rural, cada vez más integradas, mediante la formación de 
sociedades mercantiles, al mercado capitalista.

Una vez rebasado este periodo, con López Portillo en el poder se da 
por terminado oficialmente el reparto agrario y  el movimiento y  las orga­
nizaciones campesinas entran en una nueva etapa marcada fundamental­
mente por dos acontecimientos importantes. El primero es la creación de 
dos organizaciones que si bien poseían proyectos diferentes, ambas tenían 
como sustrato social un amplio sector social de origen rural. Por un lado, 
la Coordinadora Nacional Plan de Ayala (c n p a ), constituida en 1980 en 
Milpa Alta, síntoma indudable del agotamiento definitivo de la Reforma 
Agraria como fuente de legitimidad campesina del Estado posrevolucio­
nario (Bartra, 1985:147); por el otro, la fundación de la Unión Nacional 
de Organizaciones Campesinas Autónomas (Unorca) misma que llegó a 
aglutinar a 75 organizaciones de productores rurales a finales de los años 
ochenta (García, 1994:63).
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Como han escrito algunos autores, al abordar este momento de ruptu­
ra, se habla ya del caduco «corporativismo mexicano pudo subsistir tantos 
años gracias a su eficacia para subordinar a las clases populares, sustentado 
en un Estado interventor en lo económico, en lo pobtico y en lo social, con 
una ideología dominante — el llamado “nacionalismo revolucionario”— , 
que daba cohesión al sistema político por encima de los inherentes con­
flictos de clase» (Cartón y Mackinley, 2006:697).

Por otro lado, el segundo momento que identificamos y que forma un 
parteaguas en la historia reciente de la lucha social campesina en el país 
es la movilización zapatista de 1994, como una de las respuestas, quizás 
la más radical hasta el momento, a la reforma del Artículo 27 constitu­
cional. Una reacción con repercusiones sin precedentes en la historia del 
movimiento campesino de los últimos cincuenta años y que sale del sec­
tor rural más golpeado por las políticas antiagraristas y anticampesinas 
de los últimos cuatro sexenios cuando menos: los indígenas chiapanecos. 
Estos indígenas siguen demandando la tierra como una parte importan­
te e irrenunciable de las organizaciones campesinas que representan a los 
distintos movimientos locales y  regionales que se fueron consolidando en 
el país. La pregunta es, entonces, ¿qué pasó con la reforma agraria? ¿al fi­
niquitar el reparto agrario terminó también la reforma agraria? A la de­
manda de tierra en aquellos años a finales del siglo XX, se han agregado 
otras igualmente importantes para la población rural, como la demanda 
de servicios, crédito al campo, no más represión, defensa de los recursos 
naturales, entre otras. Sin embargo, al mismo tiempo, a nivel de las orga­
nizaciones más importantes del movimiento campesino, encontramos que 
también hay diferencias — entre la CNPA y  la Unorca, por ejemplo—  y  es­
ta situación ha marcado contrastes importantes en el sesgo que toman las 
reivindicaciones y  la relación de ambas organizaciones con el Estado. Por 
otro lado, el surgimiento de la Coordinadora Nacional de Pueblos Indios 
(c n p i ), como una organización indígena que se desprende de la c n p a  se 
convierte en una de las primeras organizaciones que plantearon intereses 
más diferenciados por parte de las diferentes etnias y  sus respectivas or­
ganizaciones diluidas en el conjunto del movimiento campesino nacional.

Otro antecedente de organización alternativa a la estatal ocurre durante 
el salinísimo, en 1988, cuando diez organizaciones campesinas independien-
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Cuadro 2. Panorama general de las principales organizaciones 
y frentes campesinos de carácter nacional

Frentes de lucha

zapatfstas T,er,a n a t S  ^grana" Trabajo pr^Úctos zapatistas naturales agraria |¡2aC|ón básicos

Coordinadora Nacional Plan de Ayala

Movim iento
Campesino

Independiente

Central Independiente de Obreros Agrícolas y Campesinos 

UGOCM Roja

Unorca

Sitrac
(PMT)

U RECSP

U REC SP

Unión de Trabajadores del Campo (UTC-MRP)

Coordinadora Nacional de Pueblos Indígenas

Movim iento Nacional Plan de Ayala

Movimiento
Campesino

Oficial

UNTA-PST UNTA-PST 

Conacar

Organizacio­
nes oficiales 

(PRI)

Confederación Nacional Campesina 
(Movim iento de los 4 0 0  Pueblos, 
vieja guardia agrarista, vanguardia 

cenecista)
CNPI

Unión de 
Productores 
de Ejidos

Sindicato
Nacional

Campesino
UGOCM J. López

CCI CCI

CAM
SNTAC
(CTM)

p n p p  C N PP  (Unión 
de Productores)

Siglas:
UGOCM: Unión General de Obreros y Campesinos de México PMT: Partido Mexicano de los Trabajadores
Sitrac: Sindicato de Trabajadores del Campo PST: Partido Socialista de los Trabajadores
UNTA: Unión Nacional de Trabajadores Agrícolas 
MRP: Movimiento Revolucionario del Pueblo (maoista)
Conacar-. Consejo Nacional Cardenista
Cnpi: Consejo Nacional de Pueblos Indígenas
CCI: Central Campesina Independiente
CAM: Consejo Agrarista Mexicano
CNPP: Confederación Nacional de la Pequeña Propiedad
URECSP: Unión Regional de Ejidos y Comunidades del Sur de Puebla
Unorca: Unión Nacional de Organizaciones Regionales Campesinas Autónomas

Tomado de Luisa Paré et al. (1988:21).
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tes (Unorca, c i o a c , CNPA, u g c p , Unión Nacional de Trabajadores Agrí­
colas [UNTA], Frente Democrático de Campesinos de Chihuahua [Fdcch], 
Coalición de Organizaciones Democráticas Urbanas y  Campesinas [CODUC], 

Central Campesina Cardenista [ccc], C n p i  y Movimiento Nacional del Plan 
de Ayala [MNPA]) firman un Convenio de Acción Unitaria (CAü) donde fi­
guran los motivos que orientan la movilización de dichas organizaciones: 
apropiación del proceso productivo, mejores precios de garantía, acceso a 
la tierra y contra la represión en el campo. Todo lo cual dio origen a la for­
mación del Congreso Agrario Permanente (c a p ), como espacio de interlo­
cución con el Estado mexicano para incidir en la política y las decisiones 
económicas asociadas al desarrollo rural (García, 1994:65) y que aún hoy 
continúa activo. Una visión general al respecto se sistematiza en el cuadro 2.

Es en este contexto de movilizaciones locales, que se genera el esce­
nario que apuntaba a la insistente y necesaria reflexión respecto de la si­
tuación de los pueblos indígenas después de siglos de dominación colonial 
en América Latina y de manera particular en México, sobre todo cuando 
empezaron los festejos oficiales del V Centenario del Descubrimiento de 
América por los europeos, a finales del siglo pasado. Con ello, el tema ét­
nico tendió a atraer la atención de intelectuales, académicos y  políticos, 
y puso en la plataforma de discusión política el tema indígena, tema por 
demás relegado y ausente de la esfera pública durante sexenios. En efecto, 
la atención otorgada a las organizaciones campesinas se fue desplazando 
específicamente hacia la observación más acuciosa de las reivindicaciones 
agrarias, sociales y culturales de los pueblos indígenas, de sus organizacio­
nes y de la relevancia que todo ello tenía para la población que representa 
en el contexto de la sociedad rural mexicana. En este proceso de interac­
ción continua entre las organizaciones campesinas y el Estado toca a su 
fin con la discusión respecto a las reformas al Artículo 27 constitucional y 
a la aprobación de éstas por el Congreso en 1992.

Pueblos indígenas, reivindicaciones territoriales 
y reproducción social
Algunos autores han sugerido ya la idea de que los pueblos indígenas no 
sólo en México, sino en América Latina en general, se convirtieron en ac-

Organizaciones, actores rurales y comunidades campesinas



102

tores políticos de manera particularmente pronunciada a finales del si­
glo x x  (Toledo, 2005; García, 2003; Gómez, 2003; Díaz-Polanco, 1996). 
En México, dicho suceso se desprende de la capacidad de independencia 
— respecto del control del Estado y  sus instituciones—  que han demos­
trado las organizaciones campesinas en general y  las indígenas en parti­
cular. La crisis política que ha sufrido el Estado mexicano en los últimos 
veinte años se manifestó de manera evidente en la pérdida paulatina del 
control político y  organizativo, por parte de la CNC sobre todo, de las aso­
ciaciones y  representaciones más conspicuas de los campesinos y  los pue­
blos indígenas.

En consecuencia, estas organizaciones impulsaron acciones para de­
finir los objetivos y  estrategias que propiciaron un reacomodo en su rela­
ción directa con el Estado. Pero la crisis en el control político sobre las or­
ganizaciones campesinas e indígenas sucede cuando empieza a perfilarse 
una transición pobtica, que algunos denominan democrática y  que gene­
ra espacios de participación antes negados en la vida política nacional. En 
ese contexto es que empiezan a perfilarse discusiones y  encuentros que 
abordan aspectos i-elevantes, como la autonomía y  la autodeterminación 
indígena. Si después de tantas promesas y programas, periodos sexenales 
y etapas de la historia, el despojo ha sido la constante para dichos pueblos, 
un intento que apunte hacia formas más independientes de relación y  or­
ganización social y productiva no es una idea fuera de lugar.

En esta medida, los procesos que decantaron a las organizaciones indí­
genas de las grandes coordinadoras, uniones o federaciones campesinas, se 
relacionan de una manera u otra con las reivindicaciones y cambios cons­
titucionales que se producen gracias al empuje de sus respectivos movi­
mientos étnicos. De esta forma, la Coordinadora Nacional de Organizacio­
nes Cafetaleras (c n o c ), la Unión de Comunidades Indígenas de la Región 
Norte del Istmo (u c i z o n i ), la Unión de Comunidades de la Sierra Juárez 
de Oaxaca (u n o s j o ), la Unión de Comunidades Indígenas Cien Años de 
Soledad (uci-100 años), la Organización Indígena de Derechos Humanos 
de Oaxaca (OIDHO), el Frente Indígena de Organizaciones Binacionales 
(f i o b ), la Asamblea Nacional Indígena Plural para la Autonomía (a n i p a ), 

el Frente Independiente de Pueblos Indios (f i p i ), el Movimiento Unifica­
do de Lucha Triqui (m u l t ), se integran a las movilizaciones sociales que
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venían perfilándose desde los años setenta y plantean nuevos temas de 
discusión como los derechos humanos.

En todas ellas, al parecer, uno de los sesgos que podemos identificar y 
que ha generado en las comunidades indígenas una serie de reivindicacio­
nes económicas, políticas y sociales es la territorialidad, pero sin negar de 
ninguna manera otras pendientes, como la restitución de tierras ejidales, 
dotación de tierra por resoluciones presidenciales nunca ejecutadas, compra 
de tierras expropiadas a narcos, resolución de litigios sempiternos, etcétera, 
que por años han mantenido algunos sectores del campesinado mexicano.

De manera más reciente, a principios del siglo XXI, esta crisis social no 
resuelta da motivos para que las mismas organizaciones que venían for­
mando parte del panorama sobre el cual se discutían distintos aspectos 
relativos al campo mexicano, volvieran a aparecer, ahora bajo el amparo 
de un movimiento social rural concentrado en el movimiento que se co­
noce como El campo no aguanta más. En efecto, ya no sólo se trata de las 
organizaciones con tradición histórica, sino que ahora se sumaban la Aso­
ciación Nacional de Empresas Comercializadoras de Productos del Campo 
(a n e c ), la Asociación Mexicana de Uniones de Crédito del Sector Social 
(AMUCSS), el Frente Nacional en Defensa del Campo Mexicano (f n d c m ), 

la Red Mexicana de Organizaciones Campesinas Forestales (Red Mocaf), 
el Frente Democrático Campesino de Chihuahua (Fdcch), el Barzón nacio­
nal, el Congreso Agrario Permanente (c a p ) y la misma CNC. Todas esas 
organizaciones planteaban o compartían una plataforma compuesta por 
los siguientes puntos:

•  Moratoria al apartado agropecuario del TLC.

•  Puesta en marcha de un programa de reactivación del campo y  de re­
orientación del sector agropecuario.

•  Una reforma financiera real.
•  Destinar el 1.5 por ciento del p i b  al desarrollo productivo del campo 

y otro tanto para el desarrollo social rural.
•  Una política alimentaria que garantice a los consumidores productos 

de calidad e inocuos.
•  Reconocimiento de derechos y cultura de los pueblos indígenas (Bar- 

tra, 2006:41-42).
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Alrededor de esta discusión se movilizaron organizaciones y movimien­
tos indígenas que más tarde se volverían actores políticos capaces de revi­
sar los tópicos más urgentes para ellos y armar una agenda de asuntos in­
dígenas para ser discutida con los gobiernos nacionales y presionar a éstos 
para que formulen propuestas viables. En esos años cobra particular inte­
rés nuevamente la cuestión identitaria que está presente en las problemá­
ticas etnopolíticas y que se vincula directamente con los movimientos por 
los derechos de los pueblos indígenas. Quienes han desarrollado el tema 
insisten en que es preciso diferenciar los derechos indígenas de lo que se ha 
llamado minoría étnica, ya que la discrepancia entre ambos consiste en que 
en la primera se trata sobre todo de la sistematización institucional de de­
rechos humanos, democratización, paz social, medio ambiente y  desarrollo 
social (Anaya, 1996; 2003, citado en Toledo, 2005:71); mientras que en la 
segunda persiste un significado de legitimación de una relación de cultura y 
clase subalterna, a la expectativa de las concesiones otorgadas por la socie­
dad nacional que sigue rechazando la multiculturalidad de manera implícita.

Este matiz es importante toda vez que, al clasificar a los pueblos indí­
genas como minorías nacionales o étnicas, se omite de hecho la existen­
cia de derechos particulares que remiten al derecho internacional, basa­
dos a su vez en un principio de libre determinación (Toledo, 2005). En ese 
contexto, entonces, entendemos que un paso importante que deben dar 
las entidades políticas y los dirigentes de las organizaciones que reivindi­
can estos derechos tiene que ver con el complemento material, en el cual 
se dé una libre determinación. En efecto, ésta forma parte de un sistema 
coherente de derechos étnicos que va más allá de la racionalidad social y 
cultural, para adoptar el papel de reservorio natural y complementario de 
iniciativas culturales, tecnológicas, organizativas y productivas (Staven- 
hagen, 1988:337).

En esa medida dejará de ser sólo la parte discursiva de una serie de 
reivindicaciones y de un diálogo (cuando lo hay) con el Estado, que debe 
necesariamente encontrar un espacio y concretarse en él, tomar forma en 
un lugar para asegurar los derechos de los pueblos indígenas. Es decir, en 
este proceso de legitimación hay fuertes reivindicaciones acerca de la te­
rritorialidad, pues tratándose de habitantes de comunidades rurales en 
su mayoría, muchas de las actividades productivas que realizan, así como

Los retos del desarrollo local en el ámbito rural



105

la transformación de diferentes materias primas, tienen que ver con re­
cursos que sólo se encuentran en el campo (agua, bosque, tierra). Lo que 
puede verse desde una perspectiva favorable para los pueblos indígenas, 
siempre y cuando el Estado reconozca el valor que dichas culturas tienen 
y los aportes que, en términos del manejo de ciertos recursos, como los 
mencionados anteriormente, pueden representar para las propias pobla­
ciones urbanas del país.

La agenda mínima de derechos étnicos que algunos autores han plan­
teado tiene que ver con los siguientes aspectos, los cuales forman parte de 
una discusión tal vez esquivada por el Estado federal, pero que mantiene 
su vigencia, y consiste en: territorio tierras y recursos; organización económi­

ca, estructura política, autonomía; cultura, educación, lengua y comunicación 

(Stavenhagen, 1988:338, cursivas nuestras).
En esa perspectiva, y ya que nuestro interés es abordar exclusivamen­

te el primer grupo de aspectos, entendemos al territorio indígena, con sus 
tierras y recursos, como un espacio apropiado y valorizado simbólica e ins­
trumentalmente por los pueblos indígenas. Este acercamiento a la territo­
rialidad pone énfasis en cinco aspectos principalmente: como jurisdicción 

(zona geográfica), bajo control político de un colectivo indígena; como es­

pacio geográfico, donde hay titularidad en la propiedad agraria; como hábi­

tat, que es la base material en la que se concentran los recursos esenciales 
para la vida social y colectiva (tierra, agua, bosques); como biodiversidad, 

es decir, los conocimientos indígenas sobre la naturaleza y sus derechos de 
propiedad intelectual sobre ella y, finalmente, como territorios simbólicos 

e históricos, pues se trata de un espacio que ha sido transformado y adap­
tado a las necesidades humanas e implica una identidad colectiva, lo que 
también suele llamarse etnoterritorialidad (Toledo, 2005:87).

Por otro lado, una mirada sobre el conjunto de los estados del país 
donde se concentra la población rural revela que en los estados de Oaxa- 
ca, Chiapas, Guerrero, Veracruz y Michoacán se concentra la mayor diver­
sidad biológica del país y también en ellos se encuentra la mayor cantidad 
de población indígena. Estos pueblos utilizan de 5 000 a 7 000 plantas en 
diversas actividades culturales y su sistema alimentario comprende de 
1000 a 1500 especies, mientras que el sistema alimentario mundial está 
compuesto por apenas 15 especies (Boege, 2008:21).
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Este contacto inicial de las sociedades rurales, su localización espacial y 
el vínculo que supone entre la población y recursos naturales da cuenta de 
las formas en que ocurre la apropiación del medio natural por parte de estos 
grupos humanos. Es decir, entendemos que estas concentraciones de pobla­
ción que ancestralmente han ocupado estos territorios han encontrado la 
forma de articular procesos socioproductivos con la naturaleza mediante el 
trabajo como actividad transformadora, de tal forma que ha tenido lugar una 
adaptación y transformación en un doble sentido: de la sociedad a la natu­
raleza y viceversa. Cuando decimos apropiación nos referimos básicamente 
al acto por el cual un sujeto social hace suyo un recurso, permitiendo a los 
grupos sociales obtener algún servicio de la naturaleza, como es el caso del 
agua y su uso doméstico o el de la leña, ambos elementos esenciales para la 
sobrevivencia humana y de profundo sentido social. En efecto, para regular 
el acceso a estos bienes se requiere una organización y la toma de decisiones 
que de ella se desprende tiene un impacto a través del cual las poblaciones 
rurales, campesinas e indígenas transforman, trasladan y utilizan el espacio 
natural para transformarlo en un espacio social. En ese momento asistimos 
a la apropiación de ¡a naturaleza (Toledo et al, 2002:27 cursivas nuestras).

Pero además de la distribución geográfica de la población indígena, po­
demos también hablar de región cuando nos referimos a unidades territo­
riales que constituyen subconjuntos dentro del ámbito de un Estado-na­
ción y en la que sus partes interactúan entre sí en mayor medida que con 
sistemas externos (Giménez, 1996). Esto significa que la región indígena 
está constituida por más de un territorio indígena y su delimitación la es­
pecifica el grado de interacción de los componentes sociales y culturales 
(Toledo et al, 2001:6). Dicha situación, al convertirse en la constante de 
la forma de ocupación del espacio rural y en la que determina las formas 
de apropiación territorial y de organización social, exige una forma parti­
cular de relación con el Estado nacional, sus instituciones y, de forma más 
específica, con la legislación relativa a los derechos de las poblaciones in­
dígenas como el reconocimiento de la pluriculturalidad, la territorialidad 
y la autodeterminación, entre otros.

Con el término territorio indígena se va más allá de evocar meramente 
el espacio físico que poseen los pueblos indios, pues como ya se ha men­
cionado:
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uno de los derechos fundamentales de los pueblos indígenas es sobre los 

territorios que ocupan. El reconocimiento legal y  la demarcación como 

base de su supervivencia. Este derecho implica la protección de otros 

derechos, como son la posibilidad de ejercer influencia y control sobre 

lo que ocurre en sus territorios, cómo se usan y se dispone de ellos, el 

aprovechamiento, uso y control de los recursos naturales, la protección 

y valoración de los derechos de propiedad intelectual y  cultural en las in­

vestigaciones sobre los recursos de biodiversidad y la participación en las 

patentes y beneficios derivados de ellos. El derecho al territorio conlleva 

al derecho a la identidad como pueblos indígenas dentro de un estado 

plurinacional y pluricultural, el reconocimiento del derecho consuetudi­

nario, a la autodeterminación y al desarrollo de la educación, cultura y 

medicina tradicionales (Alvarado, 1996).

En cuanto al manejo de los recursos naturales, la demarcación terri­
torial practicada por cada etnia es una construcción basada en su sistema 
de leyes particular y la tradición oral, lo que ha permitido dotar de signi­
ficación propia a aquellos componentes como cerros, lagunas, manantia­
les, cuevas, etcétera, según la etnia de que se trate. En ese sentido, el uso 
al que se destinan estos territorios tiene lugar según la propia normativi- 
dad regulada por la organización social. En ellos, se delimitan claramente 
los lugares destinados a actividades como la caza, la pesca, la recolección 
y la actividad agrícola y se regulan a partir de normas institucionalizadas 
el acceso a ciertos recursos, con el fin de evitar que se agoten. Es decir, se 
hace una forma de clasificación del sistema natural, según el uso potencial 
del suelo y el estilo de vida de las poblaciones indígenas; por lo general se 
asocia a un manejo eficiente de sus ecosistemas locales practicado gene­
racionalmente. Además, este manejo de los recursos naturales en dichas 
localidades está permeado de una gran religiosidad, que le otorga un ca­
rácter sagrado a la naturaleza.

Este aspecto es sumamente importante para entender la presencia de 
muchos pueblos indígenas coincidente con áreas naturales escasamente 
perturbadas, muchas de ellas consideradas como protegidas. Lo anterior 
ha permitido identificar algunos parajes, macizos montañosos o ecosiste­
mas con ambientes naturales manejados por pueblos indígenas que tienen
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un reducido deterioro ambiental, y que aún se encuentran diseminados en 
México, Centroamérica y  otras partes del mundo. El nombre de reserva que 
se les ha aplicado a veces se hace sin respaldo jurídico como área natural 
protegida, pero en la realidad cumplen esta fundón. Algunos ejemplos de 
este tipo de reservas campesinas son la Reserva Comunal de la Sierra de La 
Cojolita, Chiapas, constituida por acuerdo comunal en la selva lacandona 
y que une la reserva de Montes Azules con las áreas protegidas de Guate­
mala; la reserva de Mazunte en Oaxaca y la de Los Chimalapas, también 
en Oaxaca, que es la más importante por su extensión y por su compleji­
dad (Gómez-Pompa y Dirzo, 1995; Toledo et al, 2001:13).

El territorio entonces tiene un profundo carácter colectivo en la me­
dida en que es una construcción social donde converge el patrimonio am­
biental y el patrimonio cultural. Ambos aspectos están vinculados en vir­
tud de lo que denominamos recurso natural, que no existe como tal y ni 
siquiera se reconoce si previamente no hay conodmientos técnicos, insti­
tuciones, valores sociales y representaciones que permiten la valoración y 
los medios necesarios para aprovecharlos con un fin social. Es importante 
no perder de vista el concepto de patrimonio pues sugiere una temporali­
dad de análisis de larga duración, susceptible de ser transmitido de gene­
ración en generación; también insinúa la existencia de un recurso de una 
complejidad mayor, como el agua, cuyas partes se integran en un todo sis- 
témico: el ecosistema artificializado, las infraestructuras, las interacciones 
sociales y, por lo tanto, los conocimientos, las representaciones y  los valo­
res que le dan estructura. El patrimonio, además, se asimila a la memoria 
colectiva y  a la capacidad prospectiva de los grupos humanos identificados 
con el territorio, por lo cual, el territorio es, sobre todo, un espacio apro­
piado (Linck, 2006).

En este contexto, y dado que la tierra es uno de los integrantes funda­
mentales del territorio, es preciso revertir la tendencia y dejar de valorar 
con criterios tecnocráticos la vocación de uso de la tierra en los lugares de 
mayores ventajas comparativas y competitivas, mediante la incorporación 
valorativa de los saberes y oportunidades territoriales de las comunidades 
y lugares más alejados o con menor capital natural.

Esto supondría introducir un nuevo criterio de manejo y acceso a los 
recursos según las determinaciones regionales que remiten a las formas
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de propiedad de la tierra y las organizaciones que las sustentan como los 
usos y costumbres y los bienes comunes (Ostrom, 1990). En los territorios 
donde hay una alta presencia de población indígena se encuentra al menos 
una parte importante de la infraestructura hidráulica del país o funciona 
gracias a la captación de agua que en ellos existe y su importancia radica en 
el cumplimiento de tres objetivos específicos que se reflejan en la econo­
mía del país: la generación de energía eléctrica, el abasto a zonas de riego 
donde se desarrolla una importante actividad agrícola y el abasto de agua 
a ciudades para consumo doméstico e industrial. Nos referimos en parti­
cular a las 4000 presas de almacenamiento (667 de las cuales están cla­
sificadas como grandes presas de acuerdo con la definición de la Interna­
tional Commission on Large Dams [Icold]), 6.3 millones de hectáreas con 
riego, 2.6 millones con temporal tecnificado, 439 plantas potabilizadoras 
en operación, 1077 plantas de tratamiento de aguas residuales municipa­
les en operación, 1 4 4 8  plantas de tratamiento de aguas residuales indus­
triales en operación, 120  plantas desaladoras y 3 000 km de acueductos.

Esta infraestructura permitió en el 2002 sembrar en el país 22 millo­
nes de hectáreas de las cuales se cosecharon 19 millones. Se cuenta con 
infraestructura de riego en 6.3 millones de hectáreas, distribuidas de la 
siguiente manera: 3.4 millones en 84 distritos de riego y  2.9 millones en 
39 492 unidades de riego, lo cual ubica a México en el sexto lugar a nivel 
mundial en este rubro (CNA, 2004).

En esta perspectiva, tal y como lo han señalado ya algunos autores, 
antes que generar una política de privatización de este tipo de recursos 
es importante fortalecer y formar las organizaciones locales y regionales 
que promuevan bajo esquemas de manejo el mantenimiento del bien co­
mún y de los recursos colectivos (Paré, 2008:278). Lo anterior, toda vez 
que cada institución, organización, sujeto, construye su propio territorio, 
el contenido que le da a este concepto y el poder político para mantenerlo. 
En fin, cuando un territorio es concebido como uno solo, es decir, como 
un espacio de gobernanza y se ignoran los diferentes espacios que hay en 
él, hay una concepción reduccionista del territorio, y se tiende a favorecer 
el objetivo de dominación en la aplicación de las políticas estatales. Esa es 
la lógica que hay detrás de convertir una determinada región en apta para 
aplicar las políticas de desarrollo desde arriba, es decir, en gran medida a
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partir de los intereses privatizadores transnacionales, con acuerdo de las 
agencias gubernamentales. Los recientes casos de parque de generación 
de energía eólica, la concesión a empresas extranjeras para permitir la ex­
plotación minera en territorios indígenas y la privatización de servicios de 
agua en algunas ciudades del país son manifestaciones de esta tendencia.

En este contexto, las comunidades campesinas tienen menor poder 
político, no hay una nivelación entre la influencia que podrían tener las 
grandes empresas, los intereses de los agroindustriales, en comparación 
con las organizaciones campesinas e indígenas. Por ello, es claro que no 
tendrán influencia en la determinación de ciertas políticas, por más que se 
trate de demostrar una intencionalidad de «empoderamiento» inexistente 
por parte de las comunidades rurales. No es común contar con la forma­
ción, la asesoría y la organización necesarias para convertir, a corto plazo, 
a las comunidades rurales indígenas en dueñas y administradoras indis­
cutibles de sus propios recursos. Sin embargo, cada vez es más frecuente 
encontrar casos que alientan y apuntalan esta opción.

Asistimos al fortalecimiento de las relaciones de mercado, que de una 
u otra forma se confrontan con la organización familiar o comunitaria. Me 
refiero sobre todo al desplazamiento de la población rural indígena a los lu­
gares donde encuentra una forma de empleo y que se está resolviendo con 
los jornaleros agrícolas y los patrones del agronegocio que los requieren, 
es decir, empieza a darse de manera pronunciada la incidencia del salario 
como forma primordial de relación entre campesinos sin tierra y empre­
sas agroexportadoras; en otras palabras, las actividades empresariales en 
el campo como modo de resolver la necesidad de crear empleo en el ámbito 
rural. Esta es, finalmente, una forma típica a través de la cual se intensifican 
las políticas de expropiación de comunidades rurales, que pierden sus terri­
torios frente a las grandes inversiones del capital para motivar una lógica de 
apropiación de estos territorios y sus recursos y continuar expandiéndose.

Las transformaciones a la legislación agraria desde 1992 han sido un 
componente de este proceso, pues nos pone frente a una constante diná­
mica de enfrentamiento entre los intereses de la agricultura empresarial 
privatizadora y los de la agricultura campesina. En ella, las propiedades 
campesinas y las de los empresarios son territorios distintos, son totalida­
des diferentes, ahí se producen relaciones sociales desiguales, con modelos
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de desarrollo diferentes. Los territorios campesinos y los de agricultura 
empresarial capitalizada son diferentes formas de propiedad y de mode­
los de sociedad que se disputan a lo largo y ancho del territorio nacional, 
en donde los procesos organizativos llaman la atención, pues representan 
la posibilidad de manejar en una perspectiva patrimonial los recursos te­
rritoriales, a diferencia de un fin utilitarista con fines de enriquecimien­
to económico concentrado en pocas manos de la empresa agroindustrial.

Un ejemplo de lo anterior, sería la proliferación de la actividad minera 
y los procesos de tratamiento metalúrgico a cielo abierto, que además pro­
vocan serios problemas de contaminación de mantos freáticos con metales 
pesados. En este contexto, las poblaciones aledañas también se encuentran 
expuestas a sufrirlas consecuencias de este modelo económico que privile­
gia la extracción de metales preciosos sobre el equilibrio de ecosistemas y 
fuentes de agua de buena calidad para el consumo humano. Estos modelos 
de desarrollo determinan la organización del espacio geográfico, por medio 
de la producción de territorios, originando e intensificando los conflictos 
que son insolubles a causa de la hegemonía de dicha forma de producción.

Cada forma de territorio remite a una clase social específica y ésta no 
se mezcla en el territorio de otra clase social. El territorio del campesinado 
y el del agronegocio se organizan de diferentes formas, a partir de diferen­
tes relaciones sociales. Este último organiza el territorio para la produc­
ción de sus mercancías, mientras que los campesinos organizan el terri­
torio para su existencia y  para desarrollar las dimensiones de su vida, sus 
prácticas sociales y su concepción de la naturaleza, de su cosmovisión, en 
una palabra, de su cultura.

La población indígena y el manejo de recursos hídricos
La distribución de la población indígena en localidades, municipios y es­
tados del país se combina con su distribución de acuerdo a los criterios 
geográficos de la Comisión Nacional del Agua, en el sentido de tomar en 
cuenta las delimitaciones territoriales que establece para manejar informa­
ción a partir de la existencia del recurso hídrico en las cuencas nacionales.

Las cuencas, además de ser el lugar físico en el que se verifica el ciclo 
hidrológico, son espacios geográficos donde los grupos y comunidades com-
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parten identidades, tradiciones y cultura, y en donde socializan y trabajan 
los seres humanos en función de la disponibilidad de recursos renovables y 
no renovables. En las cuencas la naturaleza obliga a reconocer necesidades, 
problemas, situaciones y riesgos hídricos comunes, por lo que debería ser 
más fácil coincidir en el establecimiento de prioridades, objetivos y metas, 
así como en la práctica de principios básicos que permitan una política en­
tre los habitantes de estos territorios para mantener actividades de cuidado 
y  preservación de los recursos naturales, entre los que se incluye el agua.

Una idea central en este trabajo tiene que ver con cómo se presenta la 
situación de la localización de los territorios indígenas y de sus respecti­
vas poblaciones respecto a las cabeceras de cuenca. Si partimos de la idea 
de que es probable que muchos de sus asentamientos pudieran encontrar­
se en estas zonas, es urgente diseñar mecanismos, de hecho ya utilizados 
por los propios pueblos indígenas, para mantener las zonas de captación 
en buen estado. Esto es importante pues ante periodos de escasez de agua 
— sobre todo en tiempo de estiaje— , es conveniente lograr acuerdos con 
autoridades municipales; por ejemplo, a fin de asegurar un abasto eficiente 
de agua que satisfaga la demanda de habitantes en concentraciones urba­
nas. También es conveniente considerar que es en ellas donde tienen lugar 
procesos importantes de contaminación de mantos acuíferos por efectos 
de las aguas residuales y de desechos producto de la actividad industrial.

Conclusiones
Hemos visto en un panorama amplio las motivaciones más importantes 
que han caracterizado un periodo de la historia reciente del país, centrán­
donos en las organizaciones campesinas, sus reivindicaciones y caracterís­
ticas más recientes, de tal forma que podemos percibir un paso importante 
que va de la reivindicación de la tierra, a la defensa, usufructo y consolida­
ción de una territorialidad en manos de organizaciones rurales y pueblos 
indígenas, más vinculados al manejo y preservación de los recursos natu­
rales que a la consolidación productiva en el campo, aquella en los térmi­
nos definidos por la política oficial de los años del salinismo.

Muchos acontecimientos económicos, pero sobre todo decisiones po­
líticas han determinado la situación actual del campo mexicano, carac-
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terizado por su desregulación constante, la migración de población ru­
ral y el favorecimiento a la agricultura empresarial, entre otros aspectos. 
Al parecer, la dinámica actual apunta a una movilización constante para 
obtener del gobierno federal mejores condiciones de producción y apo­
yos para que se renegocie el apartado agropecuario del Tratado de Libre 
Comercio, el cual afecta de manera decisiva a los productores rurales del 
país. Tal vez es momento de que el Estado mexicano, en lo que se consi­
dera aún la etapa de transición, genere una política pública que apunte al 
mejoramiento de este sector de la población nacional, y no la reduzca a su 
condición de asalariado agrícola o migrante estacional o permanente. En 
estos tiempos de crisis generalizada en la economía nacional, las políticas 
orientadas al campo son las que primero muestran la falta de apoyos y la 
necesidad de generar dispositivos organizativos que aporten los elemen­
tos de reproducción social y el sustento que requieren los habitantes de 
las comunidades rurales e indígenas. En esa necesidad de generar siner­
gias locales, municipales, regionales, el manejo de los recursos naturales 
e hídricos tiende a convertirse en un tema estratégico para estos pueblos 
y culturas. En virtud de ello, la participación de instituciones académicas, 
círculos de intelectuales, organizaciones no gubernamentales, la sociedad 
civil en su conjunto y políticos comprometidos con una plataforma ya no 
sólo ambiental, sino de necesidad política de conservación del patrimo­
nio cultural del país.
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